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1. INTRODUCCIÓN  
 

Con el objetivo de conseguir una mayor eficiencia del gasto público, facilitar la participación 
de las pequeñas y medianas empresas en la contratación pública y permitir que los poderes 
públicos empleen la contratación pública en apoyo de objetivos sociales comunes, en el 
ámbito de la Unión Europea se aprobaron las tres directivas siguientes:  
 

− Directiva 2014/23/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 
2014, relativa a la adjudicación de contratos de concesión. 

− Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 
2014, sobre contratación pública. 

− Directiva 2014/25/UE, relativa a la contratación por entidades que operan en los 
sectores del agua, la energía, los transportes y los servicios postales. 

 
El plazo de transposición de las mismas quedó fijado para el 18 de abril de 2016. En esa 
fecha los Estados miembros debían tener en vigor sus normas internas de incorporación. Sin 
embargo, en el caso de España la transposición no se realizó en tiempo, gozando de efecto 
directo las Directivas citadas.  
 
Finalmente fue la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (en 
adelante LCSP) la que transpuso al ordenamiento jurídico español dos de las Directivas 
anteriores, concretamente la 2014/23/UE y 2014/24/UE, dejando la transposición de la 
Directiva 2014/25/UE a otra ley específica. 
 
En su tramitación, la LCSP no estuvo exenta de polémica, en su contenido se encuentran 
referencias expresas al valor social de la contratación pública, al establecimiento de 
obligaciones básicas en materia de condiciones de empleo y retribución, a la introducción de 
elementos cualitativos en la valoración de la oferta más ventajosa.  
 
Junto con la incorporación de criterios sociales, incorpora criterios medioambientales de 
manera transversal y preceptiva (siempre que guarden relación con el objeto del contrato) 
como el tratar de facilitar el acceso a la contratación pública a las pequeñas y medianas 
empresas y a las empresas de economía social. 
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2. CUESTIONES GENERALES 
 
 

ENTRADA EN VIGOR 
 
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público fue publicada en el BOE 
núm. 272, de 9 de noviembre. 
 
De acuerdo con su disposición final decimosexta, entró en vigor a los cuatro meses de su 
publicación en el BOE, es decir el 9 de marzo de 2018. No obstante lo anterior: 
 

− Entraron en vigor al día siguiente de su publicación en el BOE (10 de noviembre de 
2017): 

− Arts. 328 a 334 (órganos consultivos). 
− Disposición final décima (modificación de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, 

del IVA). 
 

− Entrarán en vigor a los diez meses de la publicación (9 de septiembre de 2018): 
− Art. 159.4 a) [Procedimiento abierto simplificado] 
− Art. 32.2  d) [Encargos de los poderes adjudicadores a medios propios 

personificados] 
 

− Entrará en vigor en el momento en que lo haga la disposición reglamentaria a la que 
se refiere el mismo, el tercer párrafo del apartado 1 del artículo 150 (clasificación de 
las ofertas y adjudicación del contrato). 

 
 

DEROGACIÓN NORMATIVA 
 
Se deroga el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público aprobado por Real 
Decreto Legislativo 3/2011 de 14 de noviembre, así como cuantas disposiciones de igual o 
inferior rango se opongan a la nueva Ley. 
 
 

OBJETO 
 
Su objeto es doble. Por un lado, garantizar que la contratación del sector público se ajuste a 
los principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia de los 
procedimientos, no discriminación e igualdad de trato entre los licitadores. Por otro, 
asegurar, en conexión con el objetivo de estabilidad presupuestaria y control del gasto una 
eficiente utilización de los fondos mediante la exigencia de la definición previa de las 
necesidades a satisfacer, la salvaguarda de la libre competencia y la selección de la oferta 
económicamente más ventajosa (art.1). 
 
Como novedades en cuanto a sus objetivos, destaca la incorporación del principio de 
integridad como principio regulador de la contratación pública. Al efecto se incluye un 
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nuevo artículo 64 que contempla previsiones de lucha contra la corrupción y prevención de 
conflictos de intereses.  
 
 

NUEVA ESTRUCTURA 
 

Ley 9/2017 presenta una nueva estructura compuesta por un Título Preliminar y cuatro 
Libros sucesivos: 
 

- Título preliminar: Disposiciones generales. Arts. 1-27  
- Libro I: Configuración general de la contratación del sector público y elementos 

estructurales de los contratos. Arts. .28-114  
- Libro II: De los contratos de las Administraciones Públicas. Arts. 115-315  
- Libro III: De los contratos de otros entes del sector público. Arts. 316-322  
- Libro IV: Organización administrativa para la gestión de la contratación. Arts. 323-347  
- 53 Disposiciones adicionales 
- 5 Disposiciones transitorias. 
- 1 Disposición derogatoria. 
- 16 Disposiciones finales. 

 
Con esta distribución, se regula todo el ciclo contractual del sector público que, en líneas 
generales, podríamos resumir en las siguientes fases: 
 
Para poder celebrar un contrato la Administración debe acreditar que tiene una necesidad. 
Esa necesidad de contratación se hace pública a través de los correspondientes anuncios 
donde los interesados podrán presentar sus ofertas. Estas ofertas serán valoradas por la 
Administración y resultará adjudicataria la mejor, procediéndose a la formalización del 
contrato.  
 
Una vez formalizado el contrato se inicia su ejecución por parte del licitador que hubiese 
resultado adjudicatario del mismo. Si todo va conforme, el contrato terminará de forma 
normal con su correcta ejecución. Sin embargo, puede ocurrir que tenga que resolverse 
antes de tiempo por distintos motivos (incumplimiento, modificaciones, demora, etc.).  
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3. ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
 

ÁMBITO SUBJETIVO: ¿A QUIÉN SE APLICA? 
 
La LCSP es de aplicación al sector público. Concepto que comprende a los distintos entes 
que al contratar se sujetan de alguna manera a esta ley. La tipología de las entidades 
incluidas dentro de su  ámbito subjetivo se adapta a la establecida en la Ley 40/2015, de 1 
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.  
 
Distingue, dependiendo del mayor o menor grado de sujeción, entre poderes adjudicadores 
que tienen la condición de Administración Pública, poderes adjudicadores que no tienen tal 
condición y poderes no adjudicadores (art. 3): 
 

− Poderes Adjudicadores:  
 
• Las Administraciones Públicas (AAPP). 
• Poderes Adjudicadores NO Administración Pública: Son entes creados 

específicamente para satisfacer necesidades de interés general, no tienen 
carácter industrial o mercantil (arts. 316-320).  

 
− No Poderes Adjudicadores: Resto del Sector Público. Tienen carácter industrial o 

mercantil pero son sector público porque más del 50% de su capital es de la 
Administración (arts. 321-322). 
 

Se incluye por primera vez a los partidos políticos, sindicatos, organizaciones empresariales 
y asociaciones profesionales. Éstos tendrán la consideración de poderes adjudicadores 
siempre que se cumplan determinadas circunstancias (financiación mayoritariamente 
pública de la entidad), pero sólo respecto de los contratos sometidos a regulación 
armonizada que aquéllos adjudiquen (art. 3.4). En estos casos, deberán aprobar unas 
instrucciones internas en materia de contratación que deberán ser informadas antes de su 
aprobación por el órgano al que corresponda su asesoramiento jurídico. Estas instrucciones 
deberán publicarse en sus respectivas páginas web. 
 
 

ÁMBITO OBJETIVO: ¿A QUÉ SE APLICA? 
 
No todos los contratos que realiza el sector público se encuentran sujetos a la LCSP. El art. 2 
establece que se encuentran sometidos a ella los contratos onerosos, cualquiera que sea su 
naturaleza jurídica, entendiendo por tales aquellos en los que el contratista obtenga algún 
tipo de beneficio económico, ya sea de forma directa o indirecta.  
 
Se incluyen también los contratos subvencionados por poderes adjudicadores que celebren 
otras personas físicas o jurídicas en los supuestos previstos en el artículo 23 relativo a los 
contratos subvencionados sujetos a una regulación armonizada. 
 
Se incluyen también los celebrados por CCAA y Entidades Locales. 
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Los contratos excluidos se regulan en los arts. 4 a11. 
 
 

TIPOS DE CONTRATOS. 
 

1) Tipos de contratos según su objeto: art. 12 y ss. 
 
 

TIPOS DE CONTRATOS SEGÚN SU OBJETO 
CONTRATOS DE OBRAS 
CONTRATO DE CONCESIÓN: 

− DE OBRAS 
− DE SERVICIOS 

CONTRATOS DE SERVICIOS 
CONTRATOS DE SUMINISTRO 
CONTRATOS MIXTOS 

 
 

2) Contrato de obras (art.13) 
 
Son contratos de obras aquellos que tienen por objeto uno de los siguientes:  
 

a) La ejecución de una obra, aislada o conjuntamente con la redacción del proyecto, o la 
realización de alguno de los trabajos enumerados en el Anexo I.  

b)  La realización, por cualquier medio, de una obra que cumpla los requisitos fijados 
por la entidad del sector público contratante que ejerza una influencia decisiva en el 
tipo o el proyecto de la obra.  

 
 

3) Contrato de concesión 
 
3.1.        Contrato de concesión de obras (art. 14) 
 
Tiene por objeto la realización de algunas de las prestaciones del contrato de obras, 
incluidas las de restauración y reparación de construcciones existentes, así como la 
conservación y mantenimiento de los elementos construidos. 
 
La contraprestación consistirá o bien en el derecho a explotar la obra únicamente o bien en 
dicho derecho acompañado de un precio.  
 
El derecho de explotación deberá implicar la transferencia al concesionario de un riesgo 
operacional. Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional cuando no 
está garantizado que, en condiciones normales de funcionamiento, el concesionario vaya a 
recuperar las inversiones realizadas ni a cubrir los costes en que hubiera incurrido como 
consecuencia de la explotación de las obras que sean objeto de la concesión. 
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3.2. Contrato de concesión de servicios (art. 15) 
 
Es aquel en que uno o varios poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o 
varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación sea de su 
titularidad o competencia.  
 
La contraprestación consistirá en el derecho a explotar los servicios objeto del contrato y se 
podrá acompañar ese derecho de un precio.  El derecho de explotación deberá implicar la 
transferencia al concesionario del riesgo operacional.  
 
Los contratos de concesión, sean de obras o de servicios, siempre implican riesgo 
operacional. 
 
 

4) Contratos de servicios (art.17) 
 
Aquellos cuyo objeto son prestaciones de hacer consistentes en el desarrollo de una 
actividad o dirigidas a la obtención de un resultado distinto de una obra o un suministro, 
incluyendo aquello en que el adjudicatario se obligue a ejecutar el servicio de forma sucesiva 
y por precio unitario. 
 
No podrán ser objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejercicio de la autoridad 
inherente a los poderes públicos. 
 
Con esta nueva regulación la figura del el contrato de gestión de servicios públicos ha 
desaparecido, surgiendo la nueva modalidad de la concesión de servicios que, como hemos 
mencionado en líneas anteriores, se caracteriza por una transferencia del riesgo de la 
Administración al concesionario. Si por el contrario, no existe esa transferencia estaremos 
ante un contrato de servicios, aunque se trate de un servicio titularidad de una 
Administración.  
 
Es decir, lo que antes eran contratos de gestión de servicios públicos, hoy pueden ser 
concesión de servicios (si el contratista asume el riesgo operacional) o de servicios (si lo 
asume la Administración). En ambos casos los servicios pueden ser públicos o no. 
 
 

5) Contratos de suministros (art.16) 
 
Tienen por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin 
opción de compra, de productos o bienes muebles. 
 
 

6) Contratos mixtos (art.18) 
 
Contiene prestaciones correspondientes a las distintas modalidades anteriormente vistas. 
Por ejemplo, la instalación de los ascensores que incluya el montaje (contrato de obras), los 
propios ascensores (contrato de suministro) y la asistencia técnica (contrato de servicios). 
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7) Tipo de contratos según su valor estimado: art. 19 y ss., en relación con art. 101 
 
Diferenciamos los contratos sujetos a regulación armonizada de los no sujetos. Los 
primeros son los contratos de obras, los de concesión de obras, los de concesión de 
servicios, los de suministro, y los de servicios siempre que sean celebrados por poderes 
adjudicadores y cuyo valor estimado sea igual o superior a las cuantías siguientes: 
 

− Obras, concesión de obra y concesión de servicios, cuyo valor estimado sea igual o 
superior a 5.548 0001 euros. 
 

− Suministros: cuyo valor estimado sea igual o superior a:  
− 144.000€: cuando se trate de contratos adjudicados por AGE, OOAA y EEGG y 

SSCC Seguridad Social.  
− 221.000€: cuando se trate de contratos adjudicados por el resto de Poderes 

Adjudicadores  
 

− Servicios: cuyo valor estimado sea igual o superior a: 
− 144.000€: AGE, OOAA y EEGG y SSCC Seguridad Social.  
− 221.000€: Resto de Poderes Adjudicadores  
− 750.000€. en el caso de contratos de “servicios sociales y otros servicios 

específicos” del Anexo IV.  
 
Los contratos de obras y los contratos de servicios subvencionados, de forma directa y en 
más de un 50% de su importe, por entidades que tengan la consideración de poderes 
adjudicadores también estarán sujetos a regulación armonizada siempre que pertenezcan a 
alguna de las categorías siguientes (art. 23): 
 

− Contratos de obras que tengan por objeto actividades de ingeniería civil (sección F, 
división 45, grupo 45.2 NACE o la construcción de hospitales, centros deportivos, 
recreativos o de ocio, edificios escolares o universitarios y edificios de uso 
administrativo, siempre que su valor estimado sea igual o superior a 5.548.000 euros.  
 

− Contratos de servicios vinculados a los contratos de obras de los anteriores cuyo 
valor estimado sea igual o superior a 221.000 euros. 

 
El resto de los contratos no enumerados anteriormente no estarían sujetos a regulación 
armonizada. No obstante lo anterior, el art. 19.2 regula determinados contratos que 
independientemente de su valor estimado no estarán sujetos a regulación armonizada (por 
ejemplo, adquisición, el desarrollo, la producción o la coproducción de programas 
destinados a servicios de comunicación audiovisual o servicios de comunicación radiofónica 
o los declarados secretos o reservados, o aquellos cuya ejecución deba ir acompañada de 
medidas de seguridad especiales conforme a la legislación vigente, o en los que lo exija la 
protección de intereses esenciales para la seguridad del Estado, entre otros.  

                                       
1 La Orden HFP/1298/2017, de 26 de diciembre (BOE núm. 272. de 29 de diciembre) publica los límites de los 
distintos tipos de contratos a efectos de la contratación del sector público a partir del 1 de enero de 2018. 
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CONTRATOS ADMINISTRATIVOS Y CONTRATOS PRIVADOS 
 
Los contratos que hemos enumerado anteriormente (obras, suministro, servicios, concesión 
de obras y concesión de servicios) que puede realizar el sector público podrán estar 
sometidos a un régimen jurídico de derecho administrativo o de derecho privado (art. 24). 
 
Siempre que se celebren por una Administración Pública, los contratos anteriores tendrán 
carácter administrativo y se regirán, en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos, 
modificación y extinción por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se 
aplicarán las restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de 
derecho privado.  
 
Tienen también tal carácter los contratos declarados así expresamente por una Ley, y que 
tengan naturaleza administrativa especial por estar vinculados al giro o tráfico específico de 
la Administración contratante o por satisfacer de forma directa o inmediata una finalidad 
pública de la específica competencia de aquella. 
 
No obstante lo anterior, y pese a ser celebrados por una Administración Pública, tienen la 
consideración de contratos privados los siguientes: 
 

− Contratos de servicios que tengan por objeto servicios financieros. 
− Los que tengan por objeto la creación e interpretación artística y literaria o 

espectáculos. 
− Suscripción a revistas, publicaciones periódicas y bases de datos. 

 
Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en cuanto a su 
preparación y adjudicación por la Ley objeto de análisis. En lo que respecta a sus efectos, 
modificación y extinción, se regirán por el derecho privado pero también le será de 
aplicación aquellas normas de esta Ley en materia medioambiental, social o laboral, de 
condiciones especiales de ejecución, de modificación del contrato, de cesión y 
subcontratación, de racionalización técnica de la contratación y resolución por no ser posible 
la modificación (art. 319 párrafo primero).  
 
Cuando quien realiza el contrato es sector público pero no Administración pública, el 
contrato siempre es privado, pero estará sujeto a esta ley en mayor o menor medida 
dependiendo si es no poder adjudicador. 
 
A los contratos administrativos especiales les serán de aplicación, en primer término, sus 
normas específicas. 
 
Por tanto, la presente ley regula todos los contratos administrativos típicos que realiza una 
Administración Pública en todas sus fases (desde la selección del contratista hasta la 
resolución del contrato). Regula también los contratos administrativos especiales, si no 
cuentan con regulación específica. 
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El orden jurisdiccional contencioso-administrativo será competente para conocer todas las 
fases de preparación y adjudicación, al margen de importe y naturaleza poder adjudicador 
(contratos administrativos o privados).  
 
Además, en lo relativo a los contratos administrativos, tendrá competencia también sobre 
las cuestiones derivadas de sus efectos, modificación y extinción.  
 
El orden jurisdiccional civil será el competente para resolver las controversias que se 
susciten entre las partes en relación con los efectos y extinción de los contratos privados de 
las entidades que tengan la consideración de poderes adjudicadores, sean o no 
Administraciones Públicas 
 
 

PLAZO DE DURACIÓN DE LOS CONTRATOS  
 
La duración de los contratos del sector público deberá establecerse teniendo en cuenta la 
naturaleza de las prestaciones, las características de su financiación y la necesidad de 
someter periódicamente a concurrencia la realización de las mismas, sin perjuicio de las 
normas especiales aplicables a determinados contratos (art. 29.1). 
 
Los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo 
de duración de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas.  
 
Excepcionalmente, en los contratos de servicios se podrá establecer un plazo de duración 
superior cuando lo exija el período de recuperación de las inversiones directamente 
relacionadas con el contrato y estas no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la 
actividad productiva del contratista o su utilización fuera antieconómica, siempre que la 
amortización de dichas inversiones sea un coste relevante en la prestación del servicio. 
 
El contrato de servicios de mantenimiento que se concierte conjuntamente con el de la 
compra del bien a mantener, cuando dicho mantenimiento solo pueda ser prestado por 
razones de exclusividad por la empresa que suministró dicho bien, podrá tener como plazo 
de duración el de la vida útil del producto adquirido. 
 
En los contratos de servicios relativos a los servicios a las personas se podrá establecer un 
plazo de duración mayor cuando ello fuera necesario para la continuidad de aquellos 
tratamientos a los usuarios en los que el cambio del prestador pudiera repercutir 
negativamente. 
 
No obstante lo anterior, cuando al vencimiento de un contrato no se hubiera formalizado el 
nuevo contrato que garantice la continuidad de la prestación como consecuencia de 
incidencias resultantes de acontecimientos imprevisibles para el órgano de contratación 
producidas en el procedimiento de adjudicación y existan razones de interés público para no 
interrumpir la prestación, se podrá prorrogar el contrato originario hasta que comience la 
ejecución del nuevo contrato y en todo caso por un periodo máximo de nueve meses, sin 
modificar las restantes condiciones del contrato, siempre que el anuncio de licitación del 
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nuevo contrato se haya publicado con una antelación mínima de tres meses respecto de la 
fecha de finalización del contrato originario. 
 
Los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios tendrán un plazo de 
duración limitado, el cual se calculará en función de las obras y de los servicios que 
constituyan su objeto y se hará constar en el pliego de cláusulas administrativas particulares. 
 
 

PRÓRROGAS DE LA DURACIÓN DE LOS CONTRATOS 
 
El contrato podrá prever una o varias prórrogas siempre que sus características 
permanezcan inalterables durante el período de duración de estas, sin perjuicio de las 
modificaciones que se puedan introducir previstas en esta Ley (arts. 203 a 207). 
 
La prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, 
siempre que su preaviso se produzca al menos con dos meses de antelación a la finalización 
del plazo de duración del contrato, salvo que en el pliego que rija el contrato se establezca 
uno mayor. Quedan exceptuados de la obligación de preaviso los contratos cuya duración 
fuera inferior a dos meses (art. 29.2). 
 
No será obligatoria para el contratista en los casos en que en el contrato se dé la causa de 
resolución establecida en el art. 198.6 por haberse demorado la Administración en el abono 
del precio más de seis meses. 
 
Cuando se produzca demora en la ejecución de la prestación por parte del empresario, el 
órgano de contratación podrá conceder una ampliación del plazo de ejecución, sin perjuicio 
de las penalidades que en su caso procedan. 
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4. PARTES DEL CONTRATO: ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN Y CONTRATISTA 
 
 

ÓRGANOS DE CONTRATACIÓN  
 
La representación de las entidades del sector público en materia contractual corresponde a 
los órganos de contratación, unipersonales o colegiados que, en virtud de norma legal o 
reglamentaria o disposición estatutaria, tengan atribuida la facultad de celebrar contratos 
en su nombre. Estas competencias podrán ser delegadas o desconcentradas (art. 61 y art. 
325). 
 
Ahora bien, los órganos de contratación de las entidades del sector público estatal que 
tengan la consideración de poder adjudicador necesitarán la autorización del Consejo de 
Ministros para celebrar contratos en los siguientes supuestos (art. 324): 
 

a) Cuando el valor estimado del contrato, sea igual o superior 12.000.000 de euros. 
b) Cuando el pago de los contratos se concierte mediante el sistema de arrendamiento 

financiero o mediante el sistema de arrendamiento con opción de compra y el 
número de anualidades supere cuatro años. 

c) En los acuerdos marco cuyo valor estimado sea igual o superior a 12.000.000 de 
euros. Una vez autorizada la celebración de estos acuerdos marco, no será necesaria 
autorización del Consejo de Ministros para la celebración de los contratos basados en 
dicho acuerdo marco. 

 
En cualquiera de los casos el Consejo de Ministros podrá reclamar discrecionalmente el 
conocimiento y autorización de cualquier otro contrato 
 
Los órganos de contratación de las Administraciones Públicas estarán asistidos por una mesa 
de contratación, salvo que la competencia para contratar corresponda a una junta de 
contratación (art. 326). 
 
La LCSP también contempla otros órganos de asistencia, como son: 

− La Mesa especial del diálogo competitivo o del procedimiento de asociación para la 
innovación (art. 327). 

− El Jurado de los concurso de proyectos (arts. 183-187). 
 
Asimismo, regula en sus arts. 328-334 los denominados órganos consultivos siguientes: 
 

− Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado. 
− Comité de cooperación en materia de contratación pública 
− Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación 
− Oficina Nacional de Evaluación 
− Estrategia Nacional de Contratación Pública 

 
Para la gestión de la publicidad contractual, la LCSP pone a disposición de los órganos de 
contratación la Plataforma Electrónica de Contratación del Sector Público (art. 347) que 
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permita la difusión a través de Internet de sus perfiles de contratante, así como prestar otros 
servicios complementarios asociados al tratamiento informático de estos datos. 
 
 

CONTRATISTA  
 
Solo podrán contratar con el sector público las personas naturales o jurídicas, españolas o 
extranjeras, que (art. 65): 
 

− Tengan plena capacidad de obrar (arts. 68 y 84). 
 

− No estén incursas en alguna de las causas que llevan aparejadas la prohibición de 
contratar (art. 71), entre ellas destacamos las siguientes: 

 
a) Haber sido condenadas mediante sentencia firme por delitos de terrorismo, 

constitución o integración de una organización o grupo criminal, asociación ilícita, 
financiación ilegal de los partidos políticos, trata de seres humanos, corrupción en 
los negocios, tráfico de influencias, cohecho, fraudes, delitos contra la Hacienda 
Pública y la Seguridad Social, delitos contra los derechos de los trabajadores, 
prevaricación, malversación, negociaciones prohibidas a los funcionarios, blanqueo 
de capitales, delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la 
protección del patrimonio histórico y el medio ambiente, o a la pena de 
inhabilitación especial para el ejercicio de profesión, oficio, industria o comercio. 
 

b) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción grave en materia 
profesional que ponga en entredicho su integridad, de disciplina de mercado, de 
falseamiento de la competencia, de integración laboral y de igualdad de 
oportunidades y no discriminación de las personas con discapacidad, o de 
extranjería, 
 

c) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción muy grave en materia 
medioambiental. 
 

d) Haber sido sancionadas con carácter firme por infracción muy grave en materia 
laboral o social. 
 

e) Haber solicitado la declaración de concurso voluntario, haber sido declaradas 
insolventes en cualquier procedimiento, hallarse declaradas en concurso, salvo que 
en este haya adquirido eficacia un convenio o se haya iniciado un expediente de 
acuerdo extrajudicial de pagos, estar sujetos a intervención judicial o haber sido 
inhabilitados conforme a la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, sin que haya 
concluido el período de inhabilitación fijado en la sentencia de calificación del 
concurso. 
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f)     No hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de 
Seguridad Social2 impuestas por las disposiciones vigentes; o en el caso de 
empresas de 50 o más trabajadores, no cumplir el requisito de que al menos el 2 
% de sus empleados sean trabajadores con discapacidad; o en el caso de 
empresas de más de 250 trabajadores, no cumplir con la obligación de contar con 
un plan de igualdad. La acreditación de estos dos últimos extremos se hará 
mediante la presentación de la declaración responsable (art. 140). 

 
g) Haber incurrido en falsedad al efectuar la declaración responsable o al facilitar 

cualesquiera otros datos relativos a su capacidad y solvencia, o haber incumplido, 
por causa que le sea imputable, la obligación de comunicar la información prevista 
en los arts.  82.4 y 343.1. 

 
h) Estar afectado por una prohibición de contratar impuesta en virtud de sanción 

administrativa firme, con arreglo a lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de 
noviembre, General de Subvenciones, o en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, 
General Tributaria. 

 
− Acrediten su solvencia económica y financiera y técnica o profesional o, en los casos 

en que así lo exija esta la LCSP (arts. 74-76 y 86-92).  
 

− Se encuentren debidamente clasificadas (art. 77 y ss.). A este respecto destacar que 
la clasificación se exige en los contratos de obras de valor estimado igual o superior a 
500.000 euros. Para los contratos de servicios no será exigible la clasificación, sea 
cual fuere su importe, si bien la clasificación será uno de los modos de acreditar la 
solvencia. 

 
El Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público tiene por objeto 
la inscripción de los datos y circunstancias que resulten relevantes para acreditar las 
condiciones de aptitud de los empresarios para contratar con las Administraciones Públicas y 
demás organismos y entidades del sector público (arts. 337-346). 
 
 

                                       
2 En relación con el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o con la Seguridad Social, se considerará que 
las empresas se encuentran al corriente en el mismo cuando las deudas estén aplazadas, fraccionadas o se 
hubiera acordado su suspensión con ocasión de la impugnación de tales deudas. 
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5. ELEMENTOS OBJETIVOS DE LOS CONTRATOS 
 
 

OBJETO DEL CONTRATO 
 
El objeto de los contratos del sector público deberá ser determinado.  
 
No podrá fraccionarse un contrato con la finalidad de disminuir la cuantía del mismo y eludir 
así los requisitos de publicidad o los relativos al procedimiento de adjudicación que 
correspondan. 
 
Siempre que la naturaleza o el objeto del contrato lo permitan, deberá preverse la 
realización independiente de cada una de sus partes mediante su división en lotes. 
 
Si se procede a la división en lotes del objeto del contrato, el órgano de contratación podrá, 
justificándolo, introducir las siguientes limitaciones: 
 

− Limitar el número de lotes para los que un mismo candidato o licitador puede 
presentar oferta. 

− Limitar el número de lotes que pueden adjudicarse a cada licitador 
 
No obstante lo anterior, el órgano de contratación podrá no dividir en lotes el objeto del 
contrato cuando existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el 
expediente, salvo en los casos de contratos de concesión de obras. 
 
 

PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN  
 
Por presupuesto base de licitación se entenderá el límite máximo de gasto que en virtud del 
contrato puede comprometer el órgano de contratación, incluido el Impuesto sobre el Valor 
Añadido, salvo disposición en contrario (art. 100). 
 
 

VALOR ESTIMADO  
 
Según lo dispuesto en el art. 101, el valor estimado se determinará: 
 

− En el caso de los contratos de obras, suministros y servicios, el órgano de 
contratación tomará el importe total, sin incluir el IVA, pagadero según sus 
estimaciones. 

 
− En el caso de los contratos de concesión de obras y de concesión de servicios, el 

órgano de contratación tomará el importe neto de la cifra de negocios, sin incluir el 
IVA, que según sus estimaciones, generará la empresa concesionaria durante la 
ejecución del mismo como contraprestación por las obras y los servicios objeto del 
contrato, así como de los suministros relacionados con estas obras y servicios. 

 



 
 

17 
 

Además, en el cálculo del valor estimado deberán tenerse en cuenta, como mínimo, los 
costes derivados de la aplicación de las normativas laborales vigentes, otros costes que se 
deriven de la ejecución material de los servicios, los gastos generales de estructura y el 
beneficio industrial. 
 
 

EL PRECIO  
 
Los contratos del sector público tendrán siempre un precio cierto, que se abonará al 
contratista en función de la prestación realmente ejecutada y de acuerdo con lo pactado. En 
el precio se entenderá incluido el importe a abonar en concepto de IVA, que en todo caso se 
indicará como partida independiente (art. 102). 
 
Con carácter general el precio deberá expresarse en euros, sin perjuicio de que su pago 
pueda hacerse mediante la entrega de otras contraprestaciones en los casos en que por ley 
se prevea.  No obstante lo anterior, en los contratos podrá preverse que la totalidad o parte 
del precio sea satisfecho en moneda distinta del euro. 
 
El precio del contrato podrá formularse tanto en precios unitarios (referidos a los distintos 
componentes de la prestación o a las unidades de la misma que se entreguen o ejecuten), a 
tanto alzado (a la totalidad o a parte de las prestaciones del contrato), a precios variables 
(en función del cumplimiento de determinados objetivos) o a precios provisionales (cuando, 
tras la tramitación de un procedimiento negociado, de un diálogo competitivo, o de un 
procedimiento de asociación para la innovación, se ponga de manifiesto que la ejecución del 
contrato debe comenzar antes de que la determinación del precio sea posible por la 
complejidad de las prestaciones o la necesidad de utilizar una técnica nueva, o que no existe 
información sobre los costes de prestaciones análogas y sobre los elementos técnicos o 
contables que permitan negociar con precisión un precio cierto.) 
 
Se prohíbe el pago aplazado del precio en los contratos de las Administraciones Públicas, 
excepto en los supuestos en que el sistema de pago se establezca mediante la modalidad de 
arrendamiento financiero o de arrendamiento con opción de compra, así como en los casos 
por ley lo autorice expresamente. 
 
La revisión de precios, periódica y predeterminada, solo procede en los contratos de obra, 
en los contratos de suministros de fabricación de armamento y equipamiento de las 
Administraciones Públicas, en los contratos de suministro de energía y en aquellos otros 
contratos en los que el período de recuperación de la inversión sea igual o superior a 5 años. 
 
Cuando proceda la revisión (salvo en los contratos de suministro de energía), ésta solo podrá 
tener lugar si el contrato se hubiese ejecutado, al menos, en el 20 % de su importe y 
hubiesen transcurrido 2 años desde su formalización. 
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6. GARANTÍAS EXIGIBLES A LA CONTRATACIÓN 
 
 

GARANTÍA PROVISIONAL  
 

En el procedimiento de contratación no procederá la exigencia de garantía provisional, 
salvo cuando de forma excepcional el órgano de contratación, por motivos de interés 
público, lo considere necesario y lo justifique motivadamente en el expediente. En este 
último caso, se podrá exigir a los licitadores la constitución previa de una garantía que 
responda del mantenimiento de sus ofertas hasta la perfección del contrato. En tal caso, no 
podrá ser superior a un 3 % del presupuesto base de licitación del contrato, excluido el 
Impuesto sobre el Valor Añadido y el régimen de su devolución (art. 106). 
 
Si se exigiera, ésta se constituirá o bien en efectivo, en la Caja General de Depósitos (o 
establecimiento público equivalente de las Comunidades Autónomas o Entidades locales) o 
bien ante el órgano de contratación, cuando se trate de certificados de inmovilización de 
valores de deuda pública, de avales o de certificados de seguro de caución. 
 
 

GARANTÍA DEFINITIVA 
 

Está garantía tiene carácter obligatorio para el licitador que presente las mejor oferta, así  
deberá constituir a disposición del órgano de contratación una garantía de un 5 % del precio 
final ofertado IVA  excluido, en el plazo de 10 días hábiles desde el siguiente a la recepción 
del requerimiento. De no hacerlo, se entenderá que el licitador ha retirado su oferta y s ele 
procederá a exigir el importe del 3% del presupuesto base de licitación (IVA excluido) en 
concepto de penalidad (arts. 107 y ss). 
 
Las formas de prestación o constitución son las mismas que las previstas para la garantía 
provisional, si bien podrá constituirse mediante retención en el precio, cuando así se prevea 
en los pliegos de cláusulas administrativas particulares. 
 
La garantía no será devuelta o cancelada hasta que se haya producido el vencimiento del 
plazo de garantía y cumplido satisfactoriamente el contrato de que se trate, o hasta que se 
declare la resolución de este sin culpa del contratista. Así, si no resultaren responsabilidades 
se devolverá la garantía constituida o se cancelará el aval o seguro de caución. El acuerdo de 
devolución deberá adoptarse y notificarse al interesado en el plazo de 2 meses desde la 
finalización del plazo de garantía. 
 
 

GARANTÍAS COMPLEMENTARIAS 
 

En casos especiales, el órgano de contratación podrá establecer en el pliego de cláusulas 
administrativas particulares la prestación de una garantía complementaria de hasta un 5 % 
del precio final ofertado por el licitador que presentó la mejor oferta de conformidad con lo, 
pudiendo alcanzar la garantía total un 10 % del citado precio (art. 107.2).  
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REPOSICIÓN Y REAJUSTE DE LAS GARANTÍAS 
 

En el caso de que se hagan efectivas sobre la garantía definitiva las penalidades o 
indemnizaciones exigibles al contratista, este deberá reponer o ampliar aquella, en la 
cuantía que corresponda, en el plazo de 15 días desde la ejecución, incurriendo en caso 
contrario en causa de resolución. 
 
Asimismo, como consecuencia de una modificación del contrato, experimente variación el 
precio del mismo, la garantía deberá reajustarse la garantía, para que guarde la debida 
proporción con el nuevo precio modificado, en el plazo de 15  días contados desde la fecha 
en que se notifique al empresario el acuerdo de modificación (art. 109). 
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7. PLIEGOS DE CLAÚSULAS ADMINISTRATIVAS Y DE PRESCRIPCIONES 
TÉCNICAS 

 
 

PLIEGOS DE CLÁUSULAS ADMINISTRATIVAS 
 
Dentro de los pliegos de cláusulas administrativas distinguimos los generales de los 
particulares: 
 
Pliegos de cláusulas administrativas generales: 
 
El Consejo de Ministros, a iniciativa de los Ministerios interesados, a propuesta del Ministro 
de Hacienda y previo dictamen del Consejo de Estado, podrá aprobar pliegos de cláusulas 
administrativas generales ajustadas al contenido de la LCSP para su utilización en los 
contratos que se celebren por los órganos de contratación de la Administración General del 
Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas 
integrantes del sector público estatal. También lo podrán hacer las Comunidades Autónomas 
y las entidades que integran la Administración Local (art. 121). 
 
 
Pliegos de cláusulas administrativas particulares: 
 
Los pliegos de cláusulas administrativas particulares deberán aprobarse previamente a la 
autorización del gasto o conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del 
contrato, o de no existir esta, antes de su adjudicación, y solo podrán ser modificados con 
posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del 
pliego conllevará la retroacción de actuaciones (art. 122). 
 
Su aprobación corresponde al órgano de contratación. En ellos se incluirán los criterios de 
solvencia y adjudicación del contrato; las consideraciones sociales, laborales y ambientales 
que como criterios de solvencia, de adjudicación o como condiciones especiales de ejecución 
se establezcan; los pactos y condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las 
partes del contrato; la previsión de cesión del contrato; la obligación del adjudicatario de 
cumplir las condiciones salariales de los trabajadores conforme al Convenio Colectivo 
sectorial de aplicación. 
 
Cuando una norma legal un convenio colectivo o un acuerdo de negociación colectiva de 
eficacia general, imponga al adjudicatario la obligación de subrogarse como empleador en 
determinadas relaciones laborales, los servicios dependientes del órgano de contratación 
deberán informar en el pliego de las condiciones de los contratos de los trabajadores 
afectados por la subrogación (art. 130). 
 
La empresa que esté ejecutando el contrato (la empleadora) estará obligada a 
proporcionar la referida información al órgano de contratación. En todo caso deberá 
aportar los listados del personal objeto de subrogación, indicándose el convenio colectivo 
de aplicación y los detalles de categoría, tipo de contrato, jornada, fecha de antigüedad, 
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vencimiento del contrato, salario bruto anual de cada trabajador, así como todos los 
pactos en vigor aplicables a los trabajadores a los que afecte la subrogación. La 
Administración comunicará al nuevo empresario la información que le hubiere sido 
facilitada por el anterior contratista. 
 
Independientemente de que el convenio obligue o no, si la empresa que viniese 
efectuando el contrato fuese un Centro Especial de Empleo, la empresa que resulte 
adjudicataria tendrá la obligación de subrogarse como empleador de todas las personas 
con discapacidad que vinieran desarrollando su actividad en la ejecución del referido 
contrato. 
 
La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado deberá informar con carácter previo 
todos los pliegos de cláusulas administrativas particulares en que se proponga la inclusión de 
estipulaciones contrarias a los correspondientes pliegos generales. 
 
 

PLIEGOS DE DE PRESCRIPCIONES TÉCNICAS 
 
También distinguimos los generales de los particulares: 
 
Pliegos de prescripciones técnicas generales: 
 
Previo informe de la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, el Consejo de 
Ministros, a propuesta del Ministro correspondiente, podrá establecer los pliegos de 
prescripciones técnicas generales a que hayan de ajustarse la Administración General del 
Estado, sus Organismos Autónomos, Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la 
Seguridad Social y demás entidades que gocen de la condición de Administraciones Públicas 
integrantes del sector público estatal (art. 123). 
 
Pliego de prescripciones técnicas particulares: 
 
El órgano de contratación aprobará con anterioridad a la autorización del gasto o 
conjuntamente con ella, y siempre antes de la licitación del contrato, o de no existir esta, 
antes de su adjudicación, los pliegos y documentos que contengan las prescripciones 
técnicas particulares que hayan de regir la realización de la prestación y definan sus 
calidades, sus condiciones sociales y ambientales y solo podrán ser modificados con 
posterioridad por error material, de hecho o aritmético. En otro caso, la modificación del 
pliego conllevará la retroacción de actuaciones (art. 124). 
 
Los órganos de contratación ofrecerán acceso a los pliegos y demás documentación 
complementaria por medios electrónicos a través del perfil de contratante, acceso que será 
libre, directo, completo y gratuito, y que deberá poder efectuarse desde la fecha de la 
publicación del anuncio de licitación o, en su caso, del envío de la invitación a los candidatos 
seleccionados. Excepcionalmente, podrán dar acceso a los pliegos por medios no 
electrónicos (art. 138). 
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8. FASES DE LA CONTRATACIÓN 
 
 

PREPARACIÓN DE LOS CONTRATOS 
 
Con la finalidad de preparar correctamente la licitación e informar a los citados operadores 
económicos acerca de sus planes de contratación, los órganos de contratación podrán lanzar 
consultas a los operadores económicos (art. 115). 
 
La celebración de contratos por parte de las Administraciones Públicas requerirá la previa 
tramitación del correspondiente expediente, en el que el órgano de contratación, como ya 
mencionamos en líneas anteriores, tiene que motivar la necesidad del contrato y debe 
publicar en el perfil de contratante. 
 
La tramitación del expediente puede ser ordinaria y abreviada (de urgencia y emergencia). 
No obstante, los contratos menores (aquellos contratos de obras cuyo valor estimado es 
inferior a 40.000 € o a 15.000 si se trata de servicios y suministros) presentan diferencias ya 
que pueden ser adjudicados directamente a cualquier empresario con capacidad de obrar y 
con habilitación profesional necesaria (art. 118). 
 
Serán de tramitación urgente los expedientes correspondientes a los contratos cuya 
celebración responda a una necesidad inaplazable o cuya adjudicación sea preciso acelerar 
por razones de interés público. El expediente deberá contener la declaración de urgencia 
hecha por el órgano de contratación (art. 119). 
 
La tramitación de emergencia, está prevista para cuando la Administración tenga que actuar 
de manera inmediata a causa de acontecimientos catastróficos, de situaciones que 
supongan grave peligro o de necesidades que afecten a la defensa nacional, se estará al 
siguiente régimen excepcional (art. 120). 
 
 

ADJUDICACIÓN DE LOS CONTRATOS 
 
La adjudicación se realizará, ordinariamente utilizando una pluralidad de criterios de 
adjudicación basados en el principio de mejor relación calidad-precio, y utilizando el 
procedimiento abierto o el procedimiento restringido, salvo los contratos de concesión de 
servicios especiales del Anexo IV, que se adjudicarán mediante este último procedimiento 
(art. 131). 
 
El procedimiento abierto se encuentra regulado en los arts. 156 a 159, en él todo 
empresario interesado podrá presentar una proposición, quedando excluida toda 
negociación de los términos del contrato con los licitadores. 
 
El procedimiento restringido se encuentra regulado en los arts. 160 a 165, en este caso solo 
podrán presentar proposiciones aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su 
solvencia, sean seleccionados por el órgano de contratación. Como vemos, consta de dos 
fases. Una primera en la que los candidatos solicitan participar y acreditan que cumplen con 
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los requisitos exigidos por el órgano de contratación. Una segunda en la que el órgano de 
contratación invita a los candidatos (como mínimo a 5) para que presenten su oferta. 
 
La LCSP también regula los procedimientos con negociación (arts. 166 y ss.) en el que la 
adjudicación recaerá en el licitador justificadamente elegido por el órgano de contratación, 
tras negociar las condiciones del contrato con uno o varios candidatos y el de diálogo 
competitivo (arts. 172 y ss.) en el que la mesa especial de diálogo competitivo dirige un 
diálogo con los candidatos seleccionados, previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar 
una o varias soluciones susceptibles de satisfacer sus necesidades y que servirán de base 
para que los candidatos elegidos presenten una oferta. 
 
Contempla asimismo el procedimiento de asociación para la innovación (arts. 177-182) que 
tiene como finalidad el desarrollo de productos, servicios u obras innovadores y la compra 
ulterior de los suministros, servicios u obras resultantes por la Administración. Se trata de 
supuestos en los que las soluciones disponibles en el mercado no satisfacen las necesidades 
del órgano de contratación, los concursos de proyectos (en el ámbito de arquitectura, el 
urbanismo, la ingeniería y el procesamiento de datos) de los arts. 183 y ss. 
 
Por último, destacar la subasta electrónica (art. 143) que es un proceso electrónico 
repetitivo, que tiene lugar tras una primera evaluación completa de las ofertas, para la 
presentación de mejoras en los precios o de nuevos valores relativos a determinados 
elementos de las ofertas que las mejoren en su conjunto, basado en un dispositivo 
electrónico que permita su clasificación a través de métodos de evaluación automatizados, 
debiendo velarse por que el mismo permita un acceso no discriminatorio y disponible de 
forma general, así como el registro inalterable de todas las participaciones en el proceso de 
subasta. 
 
La subasta electrónica podrá emplearse en los procedimientos abiertos, en los restringidos, y 
en las licitaciones con negociación, siempre que las especificaciones del contrato que deba 
adjudicarse puedan establecerse de manera precisa en los pliegos que rigen la licitación y 
que las prestaciones que constituyen su objeto no tengan carácter intelectual, como los 
servicios de ingeniería, consultoría y arquitectura. No podrá recurrirse a las subastas 
electrónicas de forma abusiva o de modo que se obstaculice, restrinja o falsee la 
competencia o que se vea modificado el objeto del contrato. 
 
 

NORMAS GENERALES SOBRE LOS PROCEDIMIENTOS DE ADJUDICACIÓN 
 
Los órganos de contratación podrán publicar un anuncio de información previa con el fin de 
dar a conocer aquellos contratos que, estando sujetos a regulación armonizada, tengan 
proyectado adjudicar en el plazo máximo de 12 meses siguientes al envío del anuncio a la 
Oficina de Publicaciones de la Unión Europea. 
 
El anuncio de licitación para la adjudicación de contratos de las Administraciones Públicas, a 
excepción de los procedimientos negociados sin publicidad, se publicará en el perfil del 
contratante (art.135), en el BOE para  los contratos celebrados por la Administración General 
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del Estado, o por las entidades vinculadas a la misma que gocen de la naturaleza de 
Administraciones Públicas y, si están sujetos a regulación armonizada, en el DOUE. 
 
La presentación de los sobres o archivos electrónicos: La presentación de la documentación 
acreditativa del cumplimiento de los requisitos previos (arts. 1139 y 40) se presenta junto 
con las proposiciones en el procedimiento abierto o con las solicitudes de participación en el 
resto de los procedimientos. 
 
La adjudicación de los contratos se realizará utilizando una pluralidad de criterios de 
adjudicación en base a la mejor relación calidad-precio (art. 145). La mejor relación calidad-
precio se evaluará con arreglo a criterios económicos y cualitativos, estos últimos podrán 
incluir aspectos medioambientales o sociales, que podrán ser, entre otros, los siguientes: 
 

− La calidad, incluido el valor técnico, las características estéticas y funcionales, la 
accesibilidad, el diseño universal o diseño para todas las personas usuarias, las 
características sociales, medioambientales e innovadoras, y la comercialización y sus 
condiciones. 

 
− Las características medioambientales podrán referirse, entre otras, a la reducción del 

nivel de emisión de gases de efecto invernadero; al empleo de medidas de ahorro y 
eficiencia energética y a la utilización de energía procedentes de fuentes renovables 
durante la ejecución del contrato; y al mantenimiento o mejora de los recursos 
naturales que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. 

 
− Las características sociales del contrato se referirán, entre otras, a las siguientes 

finalidades: al fomento de la integración social de personas con discapacidad, 
personas desfavorecidas o miembros de grupos vulnerables entre las personas 
asignadas a la ejecución del contrato y, en general, la inserción sociolaboral de 
personas con discapacidad o en situación o riesgo de exclusión social; la 
subcontratación con Centros Especiales de Empleo o Empresas de Inserción; los 
planes de igualdad de género que se apliquen en la ejecución del contrato y, en 
general, la igualdad entre mujeres y hombres; el fomento de la contratación 
femenina; la conciliación de la vida laboral, personal y familiar; la mejora de las 
condiciones laborales y salariales; la estabilidad en el empleo; la contratación de un 
mayor número de personas para la ejecución del contrato; la formación y la 
protección de la salud y la seguridad en el trabajo; la aplicación de criterios éticos y 
de responsabilidad social a la prestación contractual; o los criterios referidos al 
suministro o a la utilización de productos basados en un comercio equitativo durante 
la ejecución del contrato. 

 
− La organización, cualificación y experiencia del personal adscrito al contrato que vaya 

a ejecutar el mismo, siempre y cuando la calidad de dicho personal pueda afectar de 
manera significativa a su mejor ejecución. 

 
− El servicio posventa y la asistencia técnica y condiciones de entrega tales como la 

fecha en que esta última debe producirse, el proceso de entrega, el plazo de entrega 
o ejecución y los compromisos relativos a recambios y seguridad del suministro. 
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Los criterios cualitativos deberán ir acompañados de un criterio relacionado con los costes el 
cual, a elección del órgano de contratación, podrá ser el precio o un planteamiento basado 
en la rentabilidad.  
 
Puede ocurrir, que el órgano de contratación presuma que una oferta resulta inviable por 
haber sido formulada en términos que la hacen anormalmente baja, en tal caso la mesa de 
contratación, o en su defecto el órgano de contratación que las hubiere identificado deberá 
requerir al licitador o licitadores que las hubieren presentado dándoles plazo suficiente para 
que justifiquen y desglosen razonada y detalladamente el bajo nivel de los precios, o de 
costes, o cualquier otro parámetro en base al cual se haya definido la anormalidad de la 
oferta, mediante la presentación de aquella información y documentos que resulten 
pertinentes a estos efectos (art. 149). 
 
En todo caso, los órganos de contratación rechazarán las ofertas si comprueban que son 
anormalmente bajas porque vulneran la normativa sobre subcontratación o no cumplen las 
obligaciones aplicables en materia medioambiental, social o laboral, nacional o 
internacional, incluyendo el incumplimiento de los convenios colectivos sectoriales 
vigentes (art. 201). 
 
La mesa de contratación o, en su defecto, el órgano de contratación clasificará, por orden 
decreciente, las proposiciones presentadas para posteriormente elevar la correspondiente 
propuesta al órgano de contratación, en el caso de que la clasificación se realice por la mesa 
de contratación. 
 
Una vez aceptada la propuesta de la mesa por el órgano de contratación, los servicios 
correspondientes requerirán al licitador que haya presentado la mejor oferta, para que, 
dentro del plazo de 10 días hábiles, a contar desde el siguiente a aquel en que hubiera 
recibido el requerimiento, presente la documentación justificativa precisa. De no 
cumplimentarse adecuadamente el requerimiento en el plazo señalado, se entenderá que el 
licitador ha retirado su oferta, procediéndose a exigirle el importe del 3 % del presupuesto 
base de licitación, en concepto de penalidad (art. 150). 
 
El órgano de contratación adjudicará el contrato dentro de los 5 días hábiles siguientes a la 
recepción de la documentación (art. 150.3). 
 
Cuando el único criterio para seleccionar al adjudicatario del contrato sea el del precio, la 
adjudicación deberá recaer en el plazo máximo de 15 días a contar desde el siguiente al de 
apertura de las proposiciones. Si por el contrario, cuando para la adjudicación del contrato 
deban tenerse en cuenta una pluralidad de criterios, o utilizándose un único criterio sea este 
el del menor coste del ciclo de vida, el plazo máximo para efectuar la adjudicación será de 2 
meses a contar desde la apertura de las proposiciones, salvo que se hubiese establecido otro 
en el pliego de cláusulas administrativas particulares (art. 158). 
 
De no producirse la adjudicación dentro de los plazos señalados, los licitadores tendrán 
derecho a retirar su proposición, y a la devolución de la garantía provisional, de existir esta. 
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La resolución de adjudicación deberá ser motivada y se notificará a los candidatos y 
licitadores, debiendo ser publicada en el perfil de contratante en el plazo de 15 días. 
 
La Administración puede adoptar la decisión de no adjudicar o celebrar el contrato y 
desistimiento del procedimiento de adjudicación siempre antes de la formalización del 
mismo (art. 152), en estos casos se compensará a los candidatos aptos para participar en la 
licitación o licitadores por los gastos en que hubiesen incurrido y solo podrá adoptarse la 
decisión de no adjudicar o celebrar el contrato por razones de interés público debidamente 
justificadas en el expediente. En este caso, no podrá promoverse una nueva licitación de su 
objeto en tanto subsistan las razones alegadas para fundamentar la decisión. 
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9. EFECTOS, CUMPLIMIENTO Y EXTINCIÓN DE LOS CONTRATOS 
ADMINISTRATIVOS 
 

La LCSP concede a la Administración determinadas prerrogativas, entre ellas destaca la 
prerrogativa de interpretar los contratos administrativos, resolver las dudas que ofrezca su 
cumplimiento, modificarlos por razones de interés público, declarar la responsabilidad 
imputable al contratista a raíz de la ejecución del contrato, suspender la ejecución del 
mismo, acordar su resolución y determinar los efectos de esta (art. 190). 
 
Igualmente, el órgano de contratación ostenta las facultades de inspección de las 
actividades desarrolladas por los contratistas durante la ejecución de cada tipo de contrato. 
 
Los pliegos podrán prever penalidades para el caso de cumplimiento defectuoso de la 
prestación objeto del mismo o para el supuesto de incumplimiento de los compromisos o de 
las condiciones especiales de ejecución del contrato (art. 192). Estas penalidades deberán 
ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento y las cuantías de cada una de ellas no 
podrán ser superiores al 10 % del precio del contrato, IVA excluido, ni el total de las mismas 
superar el 50 % precio del contrato. 
 
Pero si el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incumplido parcialmente la 
ejecución de las prestaciones definidas en el contrato, la Administración podrá optar o bien 
por su resolución o por la imposición de las penalidades. Estas mismas facultades las tiene la 
Administración para el caso de demora en los plazos de ejecución (art. 193). 
 
No obstante, si el retraso fuese producido por motivos no imputables al contratista y este 
ofreciera cumplir sus compromisos si se le amplía el plazo inicial de ejecución, el órgano de 
contratación se lo concederá dándosele un plazo que será, por lo menos, igual al tiempo 
perdido, a no ser que el contratista pidiese otro menor (art. 195). 
 
Será obligación del contratista indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a 
terceros como consecuencia de las operaciones que requiera la ejecución del contrato (art. 
196) excepto que hayan sido ocasionados como consecuencia inmediata y directa de una 
orden de la Administración o como consecuencia de los vicios del proyecto en el contrato de 
obras. 
 
La ejecución del contrato se realizará a riesgo y ventura del contratista, sin perjuicio de lo 
establecido para el contrato de obras en el art. 239. 
 
El contratista tendrá derecho al abono del precio convenido por la prestación realizada. El 
pago del precio podrá hacerse de manera total o parcial, mediante abonos a cuenta o, en el 
caso de contratos de tracto sucesivo, mediante pago en cada uno de los vencimientos que se 
hubiesen estipulado.  La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de 
los 30 días siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o de los 
documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes 
entregados o servicios prestados (art. 198). Para que haya lugar al inicio del cómputo de 
plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá haber cumplido la obligación de 
presentar la factura ante el registro administrativo correspondiente en los términos 
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establecidos en la normativa vigente sobre factura electrónica, en tiempo y forma, en el 
plazo de 30 días desde la fecha de entrega efectiva de las mercancías o la prestación del 
servicio. 
 
Los contratos se extinguirán, por su cumplimiento o por su resolución. 
 
El contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando este haya realizado, de acuerdo 
con los términos del mismo y a satisfacción de la Administración, la totalidad de la 
prestación (art. 210). 
 
Las causas de resolución se encuentran recogidas en el art. 211 y son las siguientes: 
 

a) La muerte o incapacidad sobrevenida del contratista individual o la extinción de la 
personalidad jurídica de la sociedad contratista, sin perjuicio de lo previsto en el art. 
98 relativo a la sucesión del contratista. 

b) La declaración de concurso o la declaración de insolvencia en cualquier otro 
procedimiento. 

c) El mutuo acuerdo entre la Administración y el contratista. 
d) La demora en el cumplimiento de los plazos por parte del contratista. 
e) En todo caso el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el pliego 

o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio del plazo de 
duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogas. 

f) La demora en el pago por parte de la Administración por plazo superior al establecido 
en el apartado 6 del artículo 198 o el inferior que se hubiese fijado al amparo de su 
apartado 8. 

g) El incumplimiento de la obligación principal del contrato. 
h)  La imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, 

cuando no sea posible modificar el contrato o cuando las modificaciones impliquen, 
aislada o conjuntamente, alteraciones del precio del mismo, en cuantía superior, en 
más o en menos, al 20 % del precio inicial del contrato, con exclusión del IVA. 

i) Las que se señalen específicamente para cada categoría de contrato en la LCSP. 
j) El impago, durante la ejecución del contrato, de los salarios por parte del 

contratista a los trabajadores que estuvieran participando en la misma, o el 
incumplimiento de las condiciones establecidas en los Convenios colectivos en 
vigor para estos trabajadores también durante la ejecución del contrato. 
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